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DIFERENCIACIÓN RETRIBUTIVA Y ENFERMEDAD COMÚN  

EN LA PRIMA POR OBJETIVOS Y PERMANENCIA 
 

Tribunal Supremo. Sala de lo Social. Sentencia 159/2026, de 12 de febrero. 

 
 

 

Resumen ejecutivo 

 

• El Tribunal Supremo establece que no es discriminatorio reducir 
proporcionalmente una prima ligada a objetivos y permanencia durante 
periodos de incapacidad temporal por enfermedad común, porque la 
suspensión del contrato implica ausencia de prestación efectiva.  

 
• Sí es discriminatorio impedir el acceso a la prima exigiendo un mínimo de 

tres meses trabajados sin computar la IT por enfermedad común, ya que 
convierte la enfermedad en un obstáculo directo para adquirir el derecho.  

 
• El TS valida la diferencia de trato entre contingencias comunes y 

profesionales y solo declara nula la parte del convenio que excluye la IT 
común para alcanzar el mínimo de permanencia, manteniendo como lícita 
la regla de proporcionalidad en el devengo. 

 

I. Planteamiento del conflicto 

La STS 159/2026, a que se refiere este comentario, aborda una cuestión que, tras la Ley 
15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no discriminación, se sitúa 
en el centro del debate laboral, cual es la delimitación de hasta dónde alcanza la 
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prohibición de discriminación por enfermedad cuando se proyecta sobre incentivos 
retributivos vinculados a la actividad efectiva. 

El recurso de casación que da lugar a la mencionada resolución fue interpuesto por la 
Confederación Intersindical Galega frente a la SAN de 16 de septiembre de 2024, recaída 
en procedimiento de impugnación de convenios colectivos, que había validado diversos 
preceptos del Convenio Colectivo de Empresa (2024-2028), ofreciendo al TS la 
oportunidad de pronunciarse sobre una cuestión de notable alcance práctico cual es la 
de la concreción de hasta qué punto la enfermedad, ahora expresamente configurada 
como causa autónoma de discriminación, incide en el régimen retributivo durante la 
suspensión del contrato y condiciona la libertad de configuración de la negociación 
colectiva en materia de incentivos variables. 

Para ser precisos, la demanda sindical no se limitaba únicamente a lo expuesto. En 
realidad, articulaba tres motivos de impugnación: (i) la regulación convencional del 
aplazamiento del permiso parental, (ii) el sistema de cómputo de la prima general por 
objetivos y permanencia y (iii) la atribución de determinadas competencias al Comité 
Intercentros. 

En ese sentido, y aunque en clara coherencia con la demanda la sentencia aborda 
íntegramente los tres motivos, es el segundo el que concentra la verdadera relevancia 
jurídica del pronunciamiento, al enfrentar el principio de igualdad por razón de 
enfermedad y el régimen jurídico de la suspensión del contrato. 

A ese, en particular, se refiere cuanto sigue. 

 

II. La regulación convencional controvertida y el planteamiento de las 
partes 

Este segundo motivo de casación denuncia la vulneración de los arts. 2.1 y 4.1 de la Ley 
15/2022 y del art. 169.1.a) LGSS en relación con el art. 31 del convenio colectivo, que 
regula la prima general por objetivos y permanencia. 

El precepto controvertido exige, para el devengo de la referida paga de objetivos y 
permanencia -repárese en el título-, entre otros motivos, haber trabajado en la empresa 
entre tres y doce meses durante el año a valorar, previendo su percepción proporcional a 
los periodos efectivamente trabajados. A efectos de cómputo, considera tiempo de 
trabajo los permisos de nacimiento, la prestación de riesgo durante el embarazo, el 
permiso por cuidado del lactante, los procesos de incapacidad temporal derivados de 
accidente de trabajo y los permisos retribuidos. No computan, en cambio, las 
excedencias, los permisos no retribuidos ni los procesos de incapacidad temporal 
derivados de enfermedad común. 
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Introduce, además, una regla específica al respecto de esto último: si la persona 
trabajadora acumula treinta días naturales o menos de IT por contingencias comunes en 
el año valorado, esos días sí se consideran tiempo de trabajo; si se supera ese límite, la 
totalidad de las ausencias por contingencias comunes deja de computar. 

El sindicato recurrente sostiene que esa regulación convencional introduce una 
diferencia de trato por razón de enfermedad contraria a la Ley 15/2022. A su juicio, la 
enfermedad -ahora causa autónoma de discriminación- no puede producir efectos 
desfavorables en el devengo del incentivo cuando otras situaciones sin prestación 
efectiva sí computan como tiempo trabajado. Insiste, además, en la diferencia de 
tratamiento a estos efectos entre contingencias profesionales y comunes, pese a que 
ambas integran el concepto legal de incapacidad temporal del art. 169.1 LGSS. 

La representación legal de la empresa -asumida por Martín Godino- defendió, desde el 
inicio del procedimiento, que la paga impugnada no constituye un incentivo colectivo 
desvinculado de la actividad efectiva, sino una prima estrictamente individual ligada a la 
consecución de objetivos personales y a la permanencia. Argumentó que la IT es causa 
legal de suspensión del contrato (art. 45.1.c ET), lo que implica la exoneración de trabajar 
y de retribuir el trabajo, y que la regla convencional se limita a proyectar esa lógica sobre 
un complemento de devengo anual, introduciendo además una moderación al computar 
los primeros treinta días de IT por contingencias comunes. 

La SAN recurrida acogió sustancialmente esa tesis. Entendió que se trata de un incentivo 
individual cuya estructura presupone prestación efectiva y que la reducción proporcional 
responde a la propia lógica del complemento.  

Siendo esa línea argumental la que después, en lo sustancial, asume el TS, si bien con 
matices relevantes de los que ahora se dará cuenta. 

 

III. La Ley 15/2022 y el giro metodológico del Tribunal: de la 
proporcionalidad por suspensión a la discriminación de las cláusulas 
propiamente de asistencia/absentismo 

La Sala inicia su argumentación recordando que si bien antes de la Ley 15/2022, la 
enfermedad que no alcanzase la condición de discapacidad no constituía causa 
autónoma de discriminación prohibida, la nueva norma de igualdad modifica ese 
panorama al incluir expresamente la enfermedad o condición de salud entre las causas 
protegidas (art. 2.1). 

Con todo, sigue refiriendo el TS, lo anterior se matiza en el propio articulado de la Ley 
15/2022, puesto que el art. 2.3 dispone que la enfermedad no puede amparar diferencias 
de trato distintas de las derivadas del propio proceso de tratamiento o de limitaciones 
objetivas para el ejercicio de determinadas actividades; y, a su vez, el art. 4.2 admite 
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diferencias basadas en causas protegidas cuando puedan justificarse objetivamente por 
una finalidad legítima y resulten adecuadas y proporcionadas. 

Sentado lo anterior, el TS recuerda que la incapacidad temporal constituye causa legal 
de suspensión del contrato (arts. 45.1.c y 48.2 ET) y, por tanto, durante la suspensión no 
se devengan salarios, sino que la cobertura económica se articula a través del sistema 
de Seguridad Social (art. 41 CE).  

La Ley 15/2022, insiste el TS, no ha alterado ese esquema estructural. 

Partiendo de esa premisa, la Sala afirma que no es contrario al principio de igualdad que 
determinados conceptos retributivos de devengo superior al mes se perciban 
proporcionalmente al tiempo efectivamente trabajado. Si el rendimiento individual es el 
parámetro del incentivo, la reducción proporcional no se presenta, en sí misma, como 
una discriminación, sino como consecuencia coherente de la suspensión contractual. 

Ahora bien, el TS introduce una distinción decisiva. Una cosa es la aplicación 
proporcional derivada de la suspensión y otra distinta la configuración del complemento 
o prima como requisito de acceso condicionado a un determinado nivel de permanencia 
o asistencia. En este segundo supuesto, la exclusión de los periodos de IT puede 
convertirse en una pérdida directa del derecho vinculada al estado de salud, lo que, 
consecuentemente, resultaría discriminatorio. 

Es aquí donde la Sala conecta con la doctrina reciente en la que ha declarado ilícitas 
aquellas cláusulas que, bajo la apariencia de incentivos de asistencia, penalizan 
ausencias justificadas por enfermedad. (STS 23/2026, de 14 de enero, rec. 119/2025 -que 
refiere a su vez las STJUE de 18 de enero de 2018 (C-270/16); STS 815/2019, de 3 de 
diciembre, rec.141/2018; STS 793/2020, de 23 de septiembre, rec. 70/2019; STS 40/2025, 
de 20 de enero, rec. 99/2024- y STS 35/2026, de 16 de enero, rec. 2/2025). 

Aplicando ese criterio al caso concreto, el TS distingue dos planos en el precepto 
impugnado: 

• Cuando no se alcanzan los tres meses de permanencia en el año evaluado, la 
prima no se devenga en absoluto, por lo que, en ese punto, la regla funciona como 
condición de acceso. La exclusión de la IT por enfermedad común para alcanzar 
ese mínimo comporta una pérdida directa del derecho y debe considerarse 
discriminatoria. 
 

• Distinto es el tratamiento de la regla de proporcionalidad una vez que se ha 
devengado el derecho a la prima. En ese plano, la exclusión de los periodos de IT 
por enfermedad común no supone la pérdida íntegra del incentivo, sino su 
reducción proporcional al tiempo efectivamente trabajado. Esa consecuencia se 
integra en la lógica de la suspensión contractual (art. 45.1.c) y resulta válida. 
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La clave no reside únicamente, por tanto, en la proporcionalidad en sí misma, que se 
considera ajustada a derecho; sino en garantizar que la enfermedad no se convierta en 
presupuesto impeditivo del acceso al derecho retributivo. 

Por último, y ya para cerrar, la Sala aborda también en este segundo motivo del recurso 
la diferencia entre contingencias comunes y profesionales, apreciándose por parte del 
TS justificación objetiva en el tratamiento más favorable de las contingencias 
profesionales, conectadas funcionalmente con el riesgo empresarial, así como en los 
supuestos vinculados a maternidad y conciliación/corresponsabilidad, que responden a 
finalidades compensatorias de relevancia constitucional. 

La nulidad se declara, por tanto, únicamente en la parte del precepto que excluye los 
periodos de IT por enfermedad común para alcanzar el mínimo de tres meses que 
permite acceder a la prima, pero no en lo que se refiere al devengo y abono proporcional 
del incentivo en atención a los periodos efectivamente trabajados, que se considera 
ajustado a derecho y conciliable con la reciente doctrina del TS a propósito de la 
discriminación por enfermedad. 

 

IV.- Conclusiones  

En definitiva, la importancia de la STS 159/2026 radica en que ofrece una delimitación 
precisa del alcance de la Ley 15/2022 en el ámbito retributivo, al precisar que la 
incorporación de la enfermedad como causa protegida no comporta en todos los casos 
el mantenimiento íntegro del régimen económico durante la suspensión contractual ni 
impone una equiparación absoluta de todos los efectos salariales con independencia de 
la efectiva prestación de servicios. 

La prohibición de discriminación no desplaza el marco normativo del contrato de trabajo 
ni impide vincular determinados complementos variables al tiempo efectivamente 
trabajado, siempre que la diferenciación responda a una finalidad legítima y supere el 
canon de proporcionalidad. 

Desde una perspectiva sistemática, la sentencia logra un equilibrio entre la prohibición 
de discriminación y el régimen jurídico de la suspensión contractual, fijando así un 
criterio de clara relevancia práctica al precisar que la prohibición de discriminación de la 
Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no discriminación, no 
transforma automáticamente en ilícitas todas las modulaciones convencionales del 
devengo de incentivos durante la incapacidad temporal por enfermedad común. 

 

 
Of Counsel de Sagardoy Abogados 

Catedrática de Derecho del Trabajo y de la  

Seguridad Social de la Universitat de València 

AUTORA 

Gemma Fabregat 


